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CONTESTACION DE LA DEMANDA 76147333300320220023400 - JUAN ALBERTO
PELAEZ MADRID

Leal Rodriguez Sandy Johanna <t_sleal@fiduprevisora.com.co>
Vie 27/05/2022 11:11

Para: Juzgado 03 Administrativo - Valle Del Cauca - Cartago <j03admcartago@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Atento saludo,
 
Con el acostumbrado respeto, me permito remitir contestación de la demanda, para el caso de la referencia y que
relaciono a continuación:
 
76147333300320220023400 - JUAN ALBERTO PELAEZ MADRID
 
Cordialmente,
 
SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ
Profesional I
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Calle 72 No. 10-03 
PBX 5945111 Ext. 2019
Bogotá, Colombia

 
 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
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continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.



 
 

 
                                                      

  

**RAD_S** 

Al contestar por favor cite: 
Radicado No.: *RAD_S* 

Fecha: *F_RAD_S* 
 
Señores: 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO  
CL 11 5 67 PS 1  
Cartago – Valle del Cauca 
 
 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO: 76147333300320220023400 
DEMANDANTE: JUAN ALBERTO PELAEZ MADRID 
DEMANDADO: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FOMAG  
 
 

CONTESTACION DE LA DEMANDA 
 
 
SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ, identificada con cedula de ciudadanía número 1.032.473.725 
de Bogotá, y portadora de la Tarjeta profesional 319.028 del Consejo Superior de la Judicatura, 
actuando en nombre y representación de la NACION - MINISTERIO DE EDUCACION - FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada sustituta del Dr. LUIS 
ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de sustitución que se adjunta, mediante el presente 
documento me permito dar contestación a la demanda del presente asunto en los siguientes 
términos: 
 
 

A LAS PRETENSIONES 
 
DECLARATIVAS: 
 
PRIMERA: Me opongo a que se declare la nulidad solicitada, toda vez que, si bien existiere un acto 
administrativo de aquellos denominados “acto administrativo ficto o presunto”, no es el acá 
demandado, el llamado a responder. 
SEGUNDA: Me opongo a que se condene a la NACIÓN – MINSTERIO DE EDUCACION NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, a reconocer y pagar la pensión 
solicitada por la parte demandante, toda vez que, para el reconocimiento de la misma, existen unos 
requisitos sine qua non, que de no cumplirse se hace imposible acceder al derecho deprecado. 
 
CONDENATORIAS: 
 
PRIMERA: Me opongo a que se condene a la NACIÓN – MINSTERIO DE EDUCACION NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, a reconocer y pagar la pensión 



 
 

 
                                                      

  

solicitada por la parte demandante, toda vez que, para el reconocimiento de la misma, existen unos 
requisitos sine qua non, que de no cumplirse se hace imposible acceder al derecho deprecado. 
SEGUNDA: Si se llegare a condenar a la entidad, ésta tiene un término para realizar el pago de la 
sentencia y las condenas impuestas. 
TERCERA: Me opongo, toda vez que se trata de una pretensión subsidiaria y por tanto ha de correr 
la suerte de la principal. 
CUARTA: Me opongo a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO al reconocimiento y pago de intereses moratorios toda 
vez que no existe una razón de hecho ni de derecho que los origine, es decir, dicha pretensión carece 
de fundamento. 
QUINTA: Me opongo a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, a pagar las pretendidas mesadas atrasadas y futuras por 
las razones que se expondrán. 
SEXTA: Me opongo, toda vez que se trata de una pretensión subsidiaria y por tanto ha de correr la 
suerte de la principal. 
SEPTIMA: Me opongo a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO a las costas solicitadas por carecer de fundamento. 

 
 

A LOS HECHOS 
 
 
PRIMERO: No es cierto, pues de conformidad con los anexos aportados, el docente respecto del 
cual se hace mención, se llama Juan Alberto Peláez Madrid y nació el 23 de junio de 1966, datos 
que no corresponden con lo manifestado en el hecho PRIMERO del escrito de demanda. 
SEGUNDO: No me consta, por tanto, ha de ser probado en el transcurso del proceso. 
TERCERO: No me consta, por tanto, ha de ser probado en el transcurso del proceso. 
CUARTO: Es cierto, de conformidad con los anexos aportados, a partir del 18 de septiembre de 2006, 
el docente JUAN ALBERTO PELAEZ MADRID, fue vinculado al Fondo Nacional de Prestaciones Socia-
les del Magisterio. 
QUINTO: No me consta, por tanto, ha de ser probado en el transcurso del proceso. 
SEXTO: No es un hecho, es una apreciación subjetiva. 
SEPTIMO: No es un hecho, es la cita de jurisprudencia 
OCTAVO: Parcialmente cierto, pues de conformidad con los anexos aportados con la demanda, el 
ahora demandante, se vinculó al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tan solo a 
partir del año 2006, por tanto, mi representada no ha de responder por una pensión, respecto de la 
cual no ha recibido el traslado de los aportes, para completar la cantidad de semanas cotizadas 
exigidas, para ello, y si se tuviese en cuenta el tiempo cotizado con la entidad que represento, no 
cumple con los requisitos para ser beneficiario de la prestación que demanda. 
 

FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
La Ley 91 de 1989 en su artículo tercero creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, el cual reza textualmente: 



 
 

 
                                                      

  

 
Artículo 3º.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 
fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 
capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato 
de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido 
cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, 
deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable 
determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración 
del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.  

 
Es importante, precisar que el correspondiente contrato de Fiducia Mercantil fue suscrito entre la 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A y EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL. 
 

DEL RÉGIMEN DE PENSIÓN DE JUBILACIÓN. 
 
Sea lo primero señalar que, LA NACION- MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO debe sujetarse a lo determinado por la Ley para la 
expedición de actos administrativos que traten temas de reconocimiento pensional o prestacional, 
pues los mismos son expedidos bajo los parámetros de la Ley 91 de 1989, por la cual se creó el 
precitado fondo y, señaló que los docentes en materia prestacional se regirían por las disposiciones 
ahí señaladas, las cuales se resumen de la siguiente manera: 
 
Los docentes nacionalizados que se vincularon hasta el 31 de diciembre de 1989, mantendrían el 
régimen que han venido gozando en cada entidad territorial, de conformidad con las normas 
vigentes; y los nacionales y los que se vinculen a partir del 1o. de enero de 1990, se regularían  por 
las disposiciones vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 
1968, 1848 de 1969 y 1045  de 1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas 
en dicha ley. 
 
Por otra parte, la Ley 812 de 2003, mediante la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-
2006, en su artículo 81 dispuso: 
 

  “(…) El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para salud y 
pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma 
distribución que exista para empleadores y trabajadores. La distribución del monto de estos 
recursos la hará el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, en lo correspondiente a las cuentas de salud y pensiones”. 

 
Así pues, el Decreto 2341 de 2003, a través del cual se reglamentó de forma parcial el precitado 
artículo, estableció en su artículo 2º que, el ingreso base de cotización de los docentes afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio correspondería al establecido en el Decreto 
1158 de 1994 y las normas que lo modifiquen o adicionen, veamos:  
 



 
 

 
                                                      

  

“(…) El salario mensual base para calcular las cotizaciones al Sistema General de Pensiones 
de los servidores públicos incorporados al mismo, estará constituido por los siguientes 
factores:  
a) La asignación básica mensual;   
b) Los gastos de representación;  
c) La prima técnica, cuando sea factor de salario;  
d) Las primas de antigüedad, ascensional y de capacitación cuando sean factor de salario.  
e) La remuneración por trabajo dominical o festivo;  
f) La remuneración por trabajo suplementario o de horas extras, o realizado en jornada 
nocturna;  
g)  La bonificación por servicios prestados (…) 

 
De esta misma manera, el Decreto 3752 de 2003, también reglamenta, entre otras normas, el 
artículo 81 de la Ley 812 del mismo año, e indica:  
 

“Artículo 3o. Ingreso Base de Cotización y liquidación de prestaciones sociales. La base de 
liquidación de las prestaciones sociales que se causen con posterioridad a la expedición de 
la Ley 812 de 2003, a cuyo pago se encuentre obligado el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, no podrá ser diferente a la base de cotización sobre la cual realiza 
aportes el docente. 
 
(...)  

 
Artículo 9°. Monto total de aportes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. 
El cálculo del valor de nómina proyectado, con el cual se establecen los aportes de ley, se 
obtendrá de acuerdo con el ingreso base de cotización de los docentes y según el grado en 
el escalafón en el que fueron reportados; los incrementos salariales decretados por el 
Gobierno Nacional y; un incremento por el impacto de los ascensos en el escalafón, según 
los criterios definidos en la Ley 715 de 2001. Dicha información será generada por la 
sociedad fiduciaria administradora de los recursos del Fondo, discriminada por entidad 
territorial y por concepto…”  

 
De conformidad con lo que disponen las Leyes 6ª de 1945, 33 de 1985, 71 de 1988 y 91 de 1989, así 
como los Decretos 1160 de 1989 y 3752 de 2003 para el reconocimiento de la pensión ordinaria de 
jubilación los docentes deben cumplir con los requisitos de edad y tiempo de servicios, y de este 
modo adquieren el estatus de pensionados y en consecuencia el derecho a devengar una mesada 
pensional equivalente al 75% del promedio de los factores salariales devengados en el último año 
de servicios anterior a la fecha de estatus.  
 

DE LA PENSION POR CUOTAS PARTE 
 
De conformidad con el Artículo 7 de la Ley 71 de 1988, se da la pensión de jubilación por aportes en 
los siguientes términos: 
 



 
 

 
                                                      

  

“A partir de la vigencia de la presente Ley, los empleados oficiales y los trabajadores que 
acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una 
o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, 
departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros 
Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) 
años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer. 
 
El gobierno nacional reglamentará los términos y condiciones para el reconocimiento y pago 
de esta prestación y determinará las cuotas partes que corresponden a las entidades 
involucradas.” 

 
Dicho artículo fue reglamento por el artículo 10 del Decreto 270 de 1994, que establece: 
 

“ENTIDAD DE PREVISION PAGADORA. La pensión de jubilación por aportes será reconocida 
y pagada por la última entidad de previsión a la que efectuaron aportes, siempre y cuando 
el tiempo de aportación continuo o discontinuo en ellas, haya sido mínimo de seis (6) años. 
En caso contrario, la pensión de jubilación por aportes será reconocida y pagada por la 
entidad de previsión a la cual se haya efectuado el mayor tiempo de aportes. 

 
Las anteriores disposiciones, deben estar armonizadas con lo dispuesto por la Ley 91 de 1989, de 
acuerdo con las previsiones de esta ley los docentes debían ser afiliados obligatoriamente por la 
entidad territorial, previo el cumplimiento de requisitos de naturaleza formal y económica, lo 
anterior con el fin de que al momento degenerarse la causación de sus prestaciones, el fondo 
pudiera efectuar el reconocimiento de las prestaciones. 
 
En consecuencia, el Decreto 3752 de 2003, prevé en su artículo 2: 
 

“PRESTACIONES SOCIALES CAUSADAS: Se entiende por causación de prestaciones el 
cumplimiento de los requisitos legales que determinen su exigibilidad. 
 
Las prestaciones sociales de los docentes, causadas con anterioridad a la afiliación al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, así como sus reajustes, reliquidaciones y 
sustituciones estarán a cargo de la respectiva entidad territorial o de la entidad de previsión 
social a la cual se hubieren realizado los aportes. 
 
Las prestaciones sociales que se causen con posterioridad a la afiliación al Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, así como sus reajustes, reliquidaciones y 
sustituciones serán reconocidas de conformidad con lo que establezca la Ley y se pagarán 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, el reconocimiento y pago de prestaciones sociales que se causen 
a favor de los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se limitará 
al periodo de cotizaciones que haya efectivamente recibido el Fondo y al valor del pasivo 
actuarial que le haya sido efectivamente cancelado.” 
 
 



 
 

 
                                                      

  

DE LA CONDENA EN COSTAS 
 
 

De acuerdo con el artículo 188 del CPACA, el juzgador, al momento de estudiar la imposición de la 
condena en costas deberá remitirse a la normatividad procesal aplicable, entonces se tiene que:  
 

ARTÍCULO 188. CONDENA EN COSTAS. Salvo en los procesos en que se ventile un interés 
público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se 
regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil. 

 

En atención a lo anterior, es así como el artículo citado remite de manera expresa al Estatuto 
Procesal que ha de aplicarse, el cual corresponde a la Ley 1564 de 2012. 

 

ARTÍCULO 365. CONDENA EN COSTAS. En los procesos y en las actuaciones posteriores a 
aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas: 

 

[…] 

 

8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la 
medida de su comprobación. (Negrita y subrayado fuera del texto) 

 

[…] 
 
 

EXCEPCIONES  
 
 
Me permito proponer las siguientes:  
 
INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN.  

 
Se propone como medio exceptivo, en consideración a que, la Entidad que represento no ha actuado 
con el fin de atentar en contra los derechos laborales de la demandante, por el contrario los mismos 
se encuentran debidamente satisfechos y así como tampoco se han violado las disposiciones 
incoadas por la parte actora, no puede alegarse error o inaplicación de la ley, por lo que no resulta 
viable el reconocimiento y pago de una pensión de jubilación sin haber cumplido el lleno de los 
requisitos.   
 
LITISCONSORCIO NECESARIO POR PASIVA  

 
Al respecto es necesario mencionar que el Código General del Proceso, en el artículo 61 reguló:  
 

“Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su 
naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible 
decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones 
o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse 



 
 

 
                                                      

  

contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará 
notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma 
y con el término de comparecencia dispuestos para el demandado. Cuando alguno de los 
litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, podrá pedirse su 
vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio”. 

 
En la misma línea, Consejo de Estado, ha expresado: 
 

(…) El litisconsorcio se presenta cuando uno o los dos extremos de la relación jurídico procesal 
está integrado por varios sujetos de derecho y puede ser facultativo, cuasinecesario o necesario. 
El litisconsorcio necesario se presenta cuando la cuestión litigiosa tiene por objeto una relación 
jurídica material, única e indivisible, que debe resolverse de manera uniforme para todos los 
sujetos que integran la parte correspondiente, lo cual impone su comparecencia obligatoria al 
proceso, por ser un requisito imprescindible para adelantarlo válidamente. El elemento 
diferenciador de este litisconsorcio con el facultativo es la unicidad de la relación sustancial 
material del litigio; mientras que en el litisconsorcio facultativo los sujetos tienen relaciones 
jurídicas independientes, en el necesario existe una unidad inescindible respecto del derecho 
sustancial en debate. El litisconsorcio necesario tiene su fundamento en la naturaleza de la 
relación sustancial objeto del litigio, defina expresamente por la ley o determinada mediante la 
interpretación de los hechos y derechos materia del proceso. En el primer evento basta estarse 
a lo dispuesto por la ley, pero cuando se trata de establecerlo con fundamento en la relación 
objeto del litigio, se impone un análisis cuidadoso para establecer la naturaleza del asunto y la 
imposibilidad de proferir un pronunciamiento de fondo, sin la comparecencia de un numero 
plural de sujetos”1(…)  

 
En consecuencia, se hace necesario que, los demás empleadores de la parte demandante, se hagan 
parte dentro del presente litigio, pues fueron ellos quienes recibieron los respectivos aportes para 
pensión y prestaciones sociales en general, por ende, son responsables del reconocimiento de la 
pensión que solicita la parte demandante en la proporción que les corresponda. 
 
 

EXCEPCIÓN GENERICA 
 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 
los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el Juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 
Por lo anterior, solicito a este Honorable despacho, ordenar de oficio la práctica de pruebas 
pertinentes, así como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de 
conformidad con el ordenamiento procesal. 
 
 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 13 de mayo de 2004, exp. 15321. M.P. Ricardo Hoyos Duque.  



 
 

 
                                                      

  

CASO EN CONCRETO 
 
 
Teniendo en cuenta lo esbozado, y el análisis del caso realizado, se tiene que, si bien es cierto, el 
señor JUAN ALBERTO PELAEZ MADRID tiene una cantidad de semanas cotizadas, no es menos 
cierto, que no fue mi representada la que recibió los aportes de ese término de tiempo y por tanto 
no es la llamada a reconocer la pensión Jubilación que hoy se reclama. 
 
En atención a ello, ruego su señoría, se tenga en cuenta lo dispuesto en el Decreto 3752 de 2003, 
citado con anterioridad, en el cual se establece que las prestaciones sociales de los afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, deberán ser reconocidas conforme al periodo de 
cotizaciones que haya efectivamente recibido FOMAG. 
 
Por lo anterior, deberá vincularse en el presente litigio, a: 

 Distrito Operativo de Gobierno de Cartago – Valle del Cauca o quien haga sus veces; para 
que acredite y efectúe el traslado de las cotizaciones del tiempo laborado con este, como 
inspector de policía del corregimiento de Santa Ana del Municipio de Cartago – Valle del 
Cauca esto es, del 15 de marzo de 1991 hasta el 13 de julio de 1992; a mi representada. 

 Secretaría de Educación del Municipio de Cartago – Valle del Cauca, para que acredite y 
efectúe el traslado de las cotizaciones del tiempo laborado con este como Almacenista - 
Administrativo, esto es, del 17 de julio de 1997 hasta el 14 de septiembre de 2006; a mi 
representada. 

 
Lo anterior, para que los mismos ejerzan su derecho a la defensa, como los empleadores del 
demandante, en los términos y periodos relacionados, quienes debieron efectuar los respectivos 
aportes al sistema de pensiones y, por tanto, son parte fundamental en la solución del presente 
litigio y que han de ser responsables de la seguridad social del señor JUAN ALBERTO PELAEZ 
MADRID del tiempo laborado para ellos, pues de endilgarse la responsabilidad a mi representada, 
se estaría ante una grave e injustificada vulneración del principio de sostenibilidad financiera del 
sistema de pensiones y grave perjuicio al erario público. 
 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 
Invoco como normas aplicables a la presente contestación, la Ley 91 de 1989, Ley 71 de 1988, 
Decreto 2709 de 1994, Decreto 3752 de 2003. 
 
 

PETICIONES 
 
 

Solicito que previo traslado para alegar de conclusión se profiera sentencia anticipada, teniendo en 
cuenta para ello que, en el presente asunto se reúnen los presupuestos contemplados por el artículo 
182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo, adicionado por 
el artículo 42 de la Ley 2080.  



 
 

 
                                                      

  

  
En efecto, nótese que a la fecha no se ha evacuado la audiencia inicial, aunado al hecho que, las 
pruebas a decretar y practicar solo son documentales, sobre las cuales, es de resaltar, las partes no 
han manifestado reparo alguno, circunstancia por la cual, el despacho se encuentra facultado para 
proferir la sentencia que en derecho corresponda sin tener que agotar cada una de las etapas 
previstas en el artículo 179 Ibidem.  
  
Sobre el particular, la norma en su parte pertinente reza:  
  
“Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  
  
1. Antes de la audiencia inicial:  
 
(…)  
 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 
contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento. (…)”  
 
Finalmente, resulta pertinente recordar que por regla general las leyes procesales se aplican en 
forma inmediata, salvo cuando han empezado a correr términos, o se han empezado actuación o 
diligencia conforme a la ley procesal derogada o modificada, luego el artículo 42 de la Ley 2080 cuya 
aplicación se invoca en el presente escrito, ya está rigiendo. 
 
De igual manera, si resulta inviable lo anterior, solicito su Señoría, se efectúen las siguientes 
declaraciones y condenas. 
 
PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  
SEGUNDO. - En consecuencia, dar por terminado el proceso. 
TERCERO. – Si no ocurriere lo anterior, denegar las pretensiones de la demanda 
CUARTO. - Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 
 
 

PRUEBAS 
 
 
Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas oportunamente al plenario. 
 
 

ANEXOS 
 

 Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 
 
 
 
 
 



 
 

 
                                                      

  

 
NOTIFICACIONES 

 
A la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. identificada con Nit. No. 860.525.148-5 en su calidad de vocera 
y administradora del PATRIMONIO AUTÓNOMO FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO a la calle 72 No. 10 - 03 y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co 
o procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co y t_sleal@fiduprevisora.com.co  
 
 
 
 
SANDY JHOANNA LEAL RODRÍGUEZ 
C.C. 1.032.473.725 de Bogotá D.C. 
T.P. 319.028 del C. S de la J 
Elaboró. SLEAL 
Reviso: Maria Camila Petro Betin  

 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. E-
mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted 
puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene 
la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus 
Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. 
Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del 
App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
mailto:t_sleal@fiduprevisora.com.co


Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

 

 

 

 
 

Señores 

JUZGADO 003 ADMINISTRATIVO DE CARTAGO 

E.  S. D.  

 

REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 

RADICADO: 76147333300320220023400 
DEMANDANTE: JUAN ALBERTO PELAEZ MADRID 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

 
 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a través 
de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, expedida 
por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 
1998 y demás normas concordantes. 

 

Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los (las) abogados(as): 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional 

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 1.022.390.667 DE BOGOTÁ 288886 del C. S. de la J. 

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 80.912.758 DE BOGOTÁ 218185 del C.S. de la J. 

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 1075262068 DE NEIVA 299261 del C. S. de la J. 

JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 1018448075 DE BOGOTÁ 326858 del C. S. de la J. 

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 53008202 DE BOGOTÁ 213648 del C. S. de la J. 

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 1032473725 DE BOGOTÁ 319028 del C.S. de la J. 

 
 

Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 

 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 
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La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 

 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 

Cordialmente, 

 
 
 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 250.292 del C.S. de la J. 

 
 

Aceptó: 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional FIRMA 

 
GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 

 
1.022.390.667 DE BOGOTÁ 

 
288886 del C. S. de la J. 

 

 
 

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 

 

80.912.758 DE BOGOTÁ 

 

218185 del C.S. de la J. 

 

 
 

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 

 

1075262068 DE NEIVA 

 

299261 del C. S. de la J. 

 

 
 

 
JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 

 

 
1018448075 DE BOGOTÁ 

 

 
326858 del C. S. de la J. 

 

 

 
GINA PAOLA GARCIA FLOREZ 

 
1018496314 DE BOGOTÁ 

 
366593 del C.S. de la J. 

 

 
 

MANUEL ALEJANDRO LOPEZ CARRANZA 

 

1014258294 DE BOGOTÁ 

 

358945 del C. S. de la J  

 

 
EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 

 

 
53008202 DE BOGOTÁ 

 

 
213648 del C. S. de la J. 

 

 

 

 
SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 

 

 
1032473725 DE BOGOTÁ 

 

 
319028 del C.S. de la J. 
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